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El Estatuto de Roma no pretende regular el principio de jurisdicción universal en el sentido tradicional, sino solo el ejercicio de la competencia subsidiaria de la Corte Penal Internacional sobre determinados crímenes cometidos en territorio o por nacionales de un Estado Parte o que acepte la competencia ad hoc de tal Tribunal, o bien por decisión del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, aunque se trate de casos en los que no concurra ninguno de los requisitos anteriores.

Por otro lado, la Corte Penal Internacional tiene naturaleza subsidiaria o, si se prefiere, complementaria de las jurisdicciones nacionales, lo que quiere decir que solo puede admitir un caso cuando no estén actuando o hayan actuado ya los tribunales nacionales competentes de acuerdo con sus propias legislaciones internas.

Ambos aspectos del Estatuto de Roma - ejercicio de la competencia y naturaleza subsidiaria- suscitan un cúmulo de problemas desde el punto de vista de la jurisdicción o competencia universal de la Corte Penal Internacional, entre los que destacan los siguientes: 

· El ejercicio de la competencia sobre ciudadanos nacionales de un Estado que no es Parte:
a) por razón del lugar de comisión de crimen
b) por aceptación de la competencia ad hoc
c) por imposición del Consejo de Seguridad

· La competencia preferente de los tribunales nacionales por jurisdicción universal.

· La inactividad material de los tribunales nacionales y su actividad puramente formal. 

El ejercicio de la competencia sobre nacionales de un Estado que NO es Parte del Estatuto de Roma

La propia naturaleza jurídica del Estatuto de Roma -una convención internacional de Naciones Unidas- impone la restricción de su vigencia a los Estados contratantes, es decir a aquellos que lo firman y, además, lo ratifican, aceptan, aprueban o se adhieren a él. Solo quienes hayan hecho esto formarán, como es sabido, la Asamblea de Estados Parte del Estatuto de Roma.

No obstante, la peculiaridad de esta Convención -por tratar de instaurar por primera vez un Tribunal Penal Internacional permanente para la investigación y enjuiciamiento de determinados crímenes internacionales- hace que haya tenido que ampliar el ámbito tradicional de aplicación, es decir, el ejercicio de su competencia más allá de los Estados Parte: el reconocimiento de que ésta solo podría ejercerse con respecto a crímenes cometidos en el territorio. de un Estado Parte habría reducido el ámbito pretendidamente universal de competencia de la Corte Penal Internacional hasta límites en absoluto compatibles con la propia naturaleza de este Tribunal y de los crímenes objeto de su jurisdicción. Ni siquiera la ampliación de su competencia a los nacionales de un Estado Parte, con independencia del lugar donde hubieran cometido los crímenes, habría sido suficiente al respecto, puesto que seguirían quedando fuera de él los crímenes cometidos fuera del territorio de los Estado Parte por nacionales de Estados que no lo son.

La competencia por razón del lugar de comisión sobre nacionales de un Estado no Parte
De todas formas, incluso si solo existieran estas dos posibilidades de ejercer la competencia -territorialidad y nacionalidad-, los nacionales de Estados no contratantes que cometieran los crímenes en el territorio de uno que sí lo fuera podrían ser sometidos a la competencia de la Corte Penal Internacional en base al principio de territorialidad. Dada la proliferación de tropas internacionales e intervenciones -armadas o no- en territorios de soberanía ajena, esta hipótesis no es irreal, sino, al contrario, probablemente la más frecuente.

En consecuencia, aunque solo fuera por el principio del ejercicio de la competencia sobre los crímenes cometidos en el territorio de los Estados Parte, si un Estado que no lo fuera pretendiera que sus nacionales no pudiesen ser enjuiciados por la Corte Penal Internacional cuando intervienen en territorios de un Estado que sí es Parte -lo que ha sido motivo de explícita preocupación de la delegación de Estados Unidos de América en la Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional-, lo que debe hacer es, precisamente, no intervenir en el conflicto o situación; en caso contrario, sus nacionales serán sometidos a la Corte Penal Internacional por razón del lugar de comisión de los crímenes, aunque sus Estados no sean Parte de ésta.

Obsérvese, pues, que aunque solo existiera un condición mínima para el ejercicio de la competencia por la Corte Penal Internacional, a saber, que los crímenes hayan sido cometidos en el territorio de un Estado Parte, la política de alianzas militares internacionales o de envío de tropas a territorios de soberanía ajena para mantenimiento de la paz por parte de Estados no contratantes del Estatuto de Roma, o, simplemente, de intervención de sus nacionales en situaciones políticas conflictivas ajenas, resultaría seriamente afectada por la existencia de la Corte Penal Internacional.

Pero, con independencia de lo recién señalado, el articulo 12.2, en relación al 13 del Estatuto de Roma amplía expresamente la posibilidad de que la Corte ejerza su competencia sobre crímenes cometidos en el territorio o por nacionales de un Estado que no sea Parte si éste "ha aceptado la competencia" de la Corte, o bien si "el Consejo de Seguridad, actuando con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas(1), remite al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes".

En síntesis, pues, los Estados que no sean Parte pueden verse afectados por la competencia de la Corte Penal Internacional, bien porque sus nacionales intervengan en territorio de un Estado Parte -como se ha analizado anteriormente-, bien porque acepten su competencia pese a no ser Parte del Estatuto de Roma, o bien, final y, desde luego, excepcionalmente, porque así se lo imponga el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.

La aceptación de la competencia AD HOC por un Estado que no es Parte
El artículo 12.3 del Estatuto de Roma refiere el objeto de la aceptación de la competencia por un Estado que no es Parte al "crimen del que se trate". Sin embargo, tal concreción ha sido debatida por la Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional en sus sesiones dedicadas a la elaboración del Proyecto Definitivo de Elementos de Procedimiento y Prueba.

La discusión tiene fundamento -además de tener una gran trascendencia práctica- porque existe una disparidad en el propio Estatuto de Roma en materia de ejercicio de la competencia sobre nacionales de Estados que no son Parte: cuando se refiere a la aceptación de la competencia por parte de éstos, el Estatuto (artículo 12.3) alude al crimen concreto del que se trate, como acaba de señalarse, en tanto que cuando alude a la posible decisión del Consejo de Seguridad (artículo 13.b) se refiere a "una situación" ("El Consejo de Seguridad remite al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o vacíos de esos crímenes').

La cuestión es, entonces: ¿deben aceptar tales Estados la competencia de la Corte Penal Internacional para investigar y enjuiciar un crimen concreto, o bien una situación en la que se hayan cometido uno o varios de esos crímenes?

La primera opción encierra el peligro para los Estados que no son Parte -y el inconveniente procesal nada desdeñable para la Corte, por cierto- de que se multipliquen las investigaciones parciales sobre crímenes en particular cometidos por sus nacionales, de tal manera que tales Estados podrían estar sometidos a peticiones constantes de aceptación de la competencia de la Corte Penal Internacional; por el contrario, la segunda amplia la posibilidad de ejercicio de la competencia sobre cualquier crimen cometido por nacionales de los Estados no Parte en una situación determinada, una vez aceptada por éstos la competencia de la Corte.

La delegación de Estados Unidos en la Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional suscitó estos problemas interpretativos en las reuniones sobre las Reglas de Procedimiento y Prueba, en el contexto del temor a que los nacionales de Estados que no son Parte sean sometidos a la competencia de la Corte por una vía u otra (2).

La Regla 44 del Texto Definitivo de las de Procedimiento y Prueba aprobada por la Comisión Preparatoria ha optado por una modificación relevante del artículo 12.3, que se aproxima al 13 b), al establecer que la aceptación de los estados que no son Parte debe hacerse "with respect to the crimes of relevance to the situation "(3)

Mediante este texto -que como ocurre siempre con los de compromiso es difuso y confuso- no se llega a condicionar el ejercicio de la competencia de la Corte Penal Internacional sobre nacionales de Estados no contratantes a la aceptación por parte de éstos de la situación, en general, pero tampoco se limita el objeto de la aceptación a un crimen en particular. En realidad, parece que se trata de limitar la investigación y enjuiciamiento en estos casos a los crímenes relevantes para una determinada situación, o, más claramente, a aquellos que son relevantes para la creación o mantenimiento de la situación en la que se produjeron, o bien en el contexto de la misma.

La decisión del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas que afecta a territorios o nacionales de Estados que no son Parte
Lo peculiar de la introducción en el Estatuto de Roma de esta posibilidad de ejercicio de la competencia por la Corte Penal Internacional frente a Estados que no son Parte consiste, sobre todo, en que permite remitir a este tribunal permanente las investigaciones y enjuiciamientos que hasta el momento el Consejo de Seguridad solo puede poner en marcha mediante la creación de tribunales penales ad hoc. En este sentido puede decirse que la Corte Penal Internacional vendrá a cumplir las funciones que hasta ahora solo han podido cumplir los tribunales internacionales específicos.

Es esta dimensión del Estatuto de Roma la que más aproxima la Corte Penal Internacional a un órgano de justicia penal internacional universal (4), ya que permite que extienda su competencia a los crímenes objeto de su jurisdicción con independencia del lugar de su comisión, de la nacionalidad de los responsables e incluso de la vinculación de los Estados al propio Estatuto del Tribunal. Desde el punto de vista técnico puede decirse que el artículo 13 b) del Estatuto incorpora la sumisión de todos los Estados miembros de Naciones Unidas a su Carta y, por tanto, a las decisiones del Consejo de Seguridad basadas en el capítulo VII de la misma.

La específica exigencia en el artículo 13 b) del Estatuto de Roma de que el Consejo de Seguridad actúe en estos casos al amparo del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas concede, ciertamente, un rango internacional muy especial a la decisión, a la vez que la somete a condiciones restrictivas. Debe recordarse al respecto que, al igual que ha ocurrido en las resoluciones del Consejo de Seguridad de creación de los tribunales penales internacionales ad hoc para la antigua Yugoslavia y Ruanda, hechas también al amparo del Capítulo VII, el Consejo de Seguridad solo puede adoptar una de estas resoluciones y acciones cuando exista una situación de amenaza para la paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión, y, además, su objetivo debe ser, precisamente, el mantenimiento o restablecimiento de la paz y la seguridad internacionales.

En consecuencia, la decisión de remitir al Fiscal de la Corte Penal Internacional una situación para la investigación y enjuiciamiento de los crímenes correspondientes, debe estar fundamentada por el Consejo de Seguridad en que tal situación implica una amenaza o quebrantamiento de la paz o un acto de agresión, y en que tal remisión al Fiscal es adecuada para el restablecimiento de la paz y la seguridad internacionales.

Por mucho que se comparta la idea de que los crímenes masivos contra los derechos humanos representan, en general, un peligro contra la paz internacional(5), y que el enjuiciamiento de sus responsables contribuye al restablecimiento y mantenimiento de la paz internacional, no por ello debe ignorarse que las situaciones en las que esos crímenes se cometen o se han cometido deben tener cierto nivel de actualidad que permita, precisamente, calificarlas como amenaza para la paz y seguridad internacionales. A ello se refirió, por ejemplo, el informe del Grupo de Expertos sobre los crímenes cometidos por los dirigentes de los Jemeres Rojos en Camboya entre 1975 y 1979. Dicho Grupo recomendó la creación de un Tribunal Internacional ad hoc al amparo del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, aunque señaló que existían preocupaciones en cuanto al hecho de que se trataría de una decisión sin precedentes, debido a que el conflicto armado camboyano ya no existía, estaba resuelto el problema de los refugiados y no existían, tampoco, tensiones entre Camboya y los países vecinos por la cuestión de los Jemeres Rojos. En tales circunstancias, el Grupo de Expertos propuso que, ante la dificultad que existía para invocar el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, se utilizase en su lugar su Capítulo VI, relativo al arreglo pacifico de controversias (6).

Volviendo al Estatuto de Roma, la conclusión es clara: Puesto que la remisión al Fiscal de una situación por parte del Consejo de Seguridad solo puede fundamentarse en el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, tal situación debe suponer una amenaza para la paz internacional -lo que implica un nivel cierto de actualidad, bien de la situación, bien de los efectos de la impunidad de sus responsables- y, además, la decisión debe ser una medida adecuada para mantenerla o restablecerla.

La jurisdicción preferente de los tribunales nacionales basada en el principio de Justicia Universal
Otro aspecto interesante del Estatuto de Roma es que, a diferencia de los de los tribunales ad hoc para la antigua Yugoslavia y Ruanda, prevé la jurisdicción o, si se prefiere, competencia preferente de los tribunales nacionales sobre la propia Corte Penal Internacional, que es meramente complementaria de éstos, es decir, que solo podrá actuar si éstos no lo hacen. En consecuencia, tal y como establece el artículo 17.1 a), la Corte no puede admitir un caso "cuando el asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en el Estado que tiene jurisdicción sobre él, salvo que éste no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo".

Esta norma básica -que es coherente con el párrafo décimo del Preámbulo del Estatuto, que establece que "la Corte Penal Internacional (...) será complementaria de las jurisdicciones penales nacionales"- se completa con las que prevén la inadmisibilidad del caso cuando ya ha existido una investigación penal en un Estado que tiene jurisdicción sobre él y no se ha "incoado acción penal"(artículo 17 b), con las mismas salvedades anteriores, o cuando pueda aplicarse el principio de cosa juzgada (artículo 20.3). [La regulación de la cosa juzgada es muy imperfecta y deliberadamente confusa en el Estatuto de Roma. En tanto que cuando la Corte ha actuado antes, el artículo 20 prevé que otros tribunales no pueden procesar a quien ya ha sido condenado o absuelto por ella, no ocurre lo mismo en la situación inversa: cuando los otros tribunales han actuado antes no se exige para que exista cosa juzgada que haya existido una sentencia previa, sea condenatoria o absolutorio, sino, simplemente, que: "La Corte no procesará a nadie que haya sido procesado por otro tribunal" (con las salvedades, pertinentes, que no viene al caso ahora, de que el procesamiento previo haya sido un fraude de ley o carente de garantías). Se llega así a la sorprendente conclusión de que si la Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte no confirma cargo alguno (artículo 61 del Estatuto) otros tribunales pueden actuar porque no hay cosa juzgada, en tanto que si un tribunal nacional decide procesar a alguien y luego sobresee el asunto, sí hay cosa juzgada para la Corte]

Entre los muchos e interesantes aspectos del que ha venido en llamarse "principio de complementariedad", desde el punto de vista de la pretendida naturaleza universal de la competencia de la Corte Penal Internacional merece la pena analizar, en primer lugar, el que se refiere a la preferencia de la competencia o jurisdicción de los tribunales nacionales basada, precisamente, en el principio de justicia universal.

Nuestro artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial la prevé para los delitos de genocidio y los que así lo establezcan los convenios o tratados internacionales, entre los que viene al caso, por ejemplo, el Convenio contra la Tortura de 1984.

Naturalmente, no es probable que un Estado Parte opte por enjuiciar uno de estos casos cuando sea posible su remisión a la Corte Penal Internacional, pero no siempre ésta, a través del Fiscal, habrá decidido actuar, ni los crímenes reunirán claramente los elementos que fundamentan la jurisdicción de la Corte, ni los responsables serán nacionales de un Estado Parte o se encontrarán físicamente en su territorio. El asunto cobra una dimensión especial si se tiene en cuenta que -salvo en los casos en que el Fiscal actúa de oficio conforme al artículo 15- la Corte ejerce su competencia solo cuando un Estado Parte o el Consejo de Seguridad remiten una situación al Fiscal.

Lo que se pretende señalar es que si bien los Estados Parte aceptan con carácter general la competencia y jurisdicción de la Corte Penal Internacional para determinados crímenes, ello no libera a sus propios tribunales de la obligación de actuar conforme a su legislación interna en materia de jurisdicción y, por tanto, de hacerlo cuando ésta prevea el ejercicio de la jurisdicción universal, que se comporta, así, como un saludable principio de complementariedad de la Corte Penal Internacional para los Estados Parte y, para los que no los son, de obligación legalmente ineludible de juzgar o extraditar, bien a la Corte, bien a los tribunales nacionales que lo requieran, a los responsables de estos crímenes, conforme a los tratados por ellos ratificados y a sus legislaciones internas.

La inactividad material de los tribunales nacionales y su actividad puramente formal
Frente a lo que podía esperarse, el Proyecto Definitivo de Reglas de Procedimiento y Prueba no especifica absolutamente nada sobre las condiciones de las dos situaciones que permiten a la Corte admitir un caso pese a la actividad de los tribunales nacionales, a saber, que el Estado que tiene jurisdicción sobre él "no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo"

Más allá, pues, de las pautas que señala el propio artículo 17.2 y 3 del Estatuto, no hay pauta interpretativa alguna desde el punto de vista de la prueba sobre la existencia de la voluntad de investigar o enjuiciar y su ausencia o la imposibilidad real, pese a la voluntad de hacerlo. La Regla 51 se limita a prever que, al respecto, la Corte "podrá tener en cuenta, entre otras cosas, la información que el Estado (...) ponga en su conocimiento mostrando que sus tribunales reúnen las normas y estándares internacionales reconocidos para el enjuiciamiento independiente e imparcial de una conducta similar o que el Estado ha confirmado por escrito al Fiscal que el caso se está investigando o ha dado lugar a un enjuiciamiento".

Sin dejar de reconocer la dificultad de intentar concretar las situaciones y medios de prueba al respecto, se pueden, no obstante, apuntar algunas precisiones previas a las pautas que, como es sabido y se ha señalado anteriormente, establece el propio artículo 17.2 y 3 del Estatuto.

Por ejemplo, en cuanto a la voluntad de llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento, hay que tener en cuenta que el artículo 17.1 a) del Estatuto exige que, en todo caso, el asunto esté siendo objeto de una investigación o enjuiciamiento. Naturalmente, esto hace que la Corte pueda admitir sin problemas los asuntos en los que tal investigación o enjuiciamiento están a priori excluidos por leyes de amnistía, perdón o indultos, pero también aquellos en los que tales disposiciones legislativas o gubernativas acontecen cuando la investigación o el enjuiciamiento ya están en marcha.

En estos últimos casos el problema puede surgir no por la vía de la admisibilidad del caso regulada en el artículo 17, sino por la naturaleza de cosa juzgada que se otorgue a la investigación o enjuiciamiento realizados conforme al artículo 20.3 del Estatuto. Recuérdese, al respecto, que, conforme se señaló anteriormente, la Corte no puede procesar a alguien que ya haya sido procesado previamente por otro tribunal y por los mismos hechos, salvo que el procesamiento obedezca "al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal', o bien el proceso no hubiere sido instruido de forma independiente e imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas en el derecho internacional o lo hubiere sido de alguna manera que, en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la intención de someter a la persona a la acción de la justicia" En consecuencia, solo si se entiende que el indulto, amnistía o perdón posteriores al procesamiento ponen de manifiesto alguna de estas circunstancias podrá evitarse el efecto de cosa juzgada.

Por lo demás, es claro que la ausencia de voluntad de llevar a cabo una investigación o enjuiciamiento puede acreditarse de cualquier forma que demuestre que pese a la existencia de un derecho conforme a los estándares internacionales, la investigación es una pura apariencia, una mera formalidad, sea por la actividad de trámite del juez o del fiscal encargados del caso, por las instrucciones de no ejercicio de la acusación al fiscal o por las sospechas fundadas de que tales instrucciones existen, por la dificultad no casual en la obtención o práctica de pruebas o diligencias probatorias, o, a la inversa, por la aparición sorpresiva de pruebas de defensa manifiestamente sospechosas, por dilaciones indebidas, por juicios paralelos intimidatorios alentados desde el Estado, etcétera. En suma: el punto de vista para la interpretación material de las normas al respecto del artículo 17 es el del que se sitúa en la posición de evitar que las investigaciones o enjuiciamientos por parte de los tribunales nacionales sean una simple forma de evitar el ejercicio de la competencia por la Corte Penal Internacional.

Lo mismo cabe decir con respecto a la imposibilidad real de llevar a cabo la investigación o enjuiciamiento. Junto a las pautas que fija el articulo 17.3, referidas al colapso de la administración nacional de justicia o a que se carezca de ella y a la imposibilidad consiguiente de obtener pruebas, hay que recordar que este propio artículo concluye con una cláusula general de imposibilidad ("[El Estado] no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicio"). Entre éstas habrá que contar, por tanto, también las que se deducen de un clima de coacción por parte de determinados sectores poderosos del Estado que ponga en peligro el propio sistema de gobierno ante la eventualidad de un juicio a los responsables de los crímenes objeto de jurisdicción de la Corte Penal Internacional.



NOTAS 

1. La creación de los Tribunales penales ad hoc para la ex-Yugoslavia y Ruanda se ha basado, precisamente, en el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, referido a la "Acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de agresión'. 

2. Cfr. KAI AMBOS, "Elementos del crimen’ así como Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Intenacional, en La Ley, 26 diciembre 2000. 

3. La traducción española es extraordinariamente confusa, pues se refiere a la aceptación de la competencia "con respecto a los crímenes [indicados en el artículo 5] a que corresponda la situación'. Como se ve, en realidad, la traducción no es comprensible en español, por lo que es preferible atender al significado del texto en inglés, que, pese a todo, padece de la inexactitud habitual en los textos jurídicos de compromiso: "con respecto a los crímenes relevantes para la situación" 

4. Sobre este aspecto, cfr. Ramón Ragués I Vallés, El Tribunal Penal internacional. La última gran institución del siglo XX (I), en La Ley, 17abril 2001, y su referencia a Kai Ambos, La nueva Corte Penal Internacional. El difícil equilibrio entre persecución penal y "realpolitik", en La Ley, 1998, 2. 

5. Tanto el Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda de 8 noviembre 1994 (Resolución 955 del Consejo de Seguridad), como el del Tribunal para la antigua Yugoslavia de 25 mayo 1993 (Resolución del Consejo de Seguridad 827), fundamentan expresamente su creación, precisamente, en que ambas situaciones continúan siendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales, y que el enjuiciamiento de los responsables de los crímenes contribuirá a la restauración y mantenimiento de la paz. 

6. Informe de 18 febrero 1999 presentado a la Asamblea General -A/53/850- y al Consejo de Seguridad -S/1999/231 - el 16 marzo 1999. 
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